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Se han examinado los relaciones de jerargy.Ía y de

i ión como formas de supremacía de un centro sobre
tro centro público. Se había dicho que el tercer tipo de
rganización entre sujetos desiguales -uno superior o otro-

la tutela. Este breve capítulo estará dedicado 01 análisis
encial de esto institución administrativa. Este análisis con-

un es uema Q c¡.ue el Estodo Central sí puede
r- ••.....•rente o las instituciones autónomos.

La justificación de la tute'a administrativo

Cuando se habló de lo unidad del Estado, como prin-
io lógico general del derech~~ se expreso que lo mis-. \

significa uno unidad entre los diver sos órqonos que lo

ponen no sólo en su origen sino tombie .. en su funcio-

iento. Se expresó que la__unidad consislic en que hu-
ra siempre un órgano 01 que estuvieron subordjncdos en

funcionamLentCLtodos oscentros creadores_ de jíerecho,
olores de im-.eeri9,-º, en. gen~ral,_t9dos los ~que _estuvi~ran

estidos de un carácter público. Tal subordinación fun-

~al tien;-q~~onsistir en la posibilidod para un órg~~o
Ir:"It~Jy"~niLS.9br~la. vida_de _otro y .su_organizacicSn, vigi-

Ildo y disciplinando a sus titulares, y reteniendo la potestad

obra inédita del autor titulada "La Autonomla Administrativa
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transformarlo o eliminor!o, una v=z ya creado; o bien
la posibilidad de influir en el curso de su conducta,

determinando su contenido antes de que se forme, o alte-

do su eficacia y ejecución una vez ya formada.ron
Vimos, por otro lado, que nuestros entes autónomos

son. todos dueños de ~n~_ funcjón exclusiya~~nte odrninis-
trati~"y- de .una potest~d_~ lamen!aria únicamente para el
fi; de permitir que aquélla se desenvuelva correctamente.
y que la Asamblea conserva irrestricta su potestad legisla-

tiva frente a los entes autónomos, para regular su funcio-

namiento y organización.

Ya vimos que, en Costa Rrco, este control t¡('no

Posterior a la adopción del o('~ r-r-: Ir inslr'.-,~,c"r

mo, aunque sea anterior a .su pf,("'1( ("' r p,~cucror.

Cuando se define la necesidad de una intervención or-
denadora sobre la vida del ente, por el Estado Central,
tiene que toma rse en cuenta la presencia de esos factores.
Quiere decirse, que la tarea fundamental de la interven-
ción del Estcido sobre' las instituciones menores será la de
lograr que f.51as Iuncionen de ucuerrio con su acto de [un-
dcción rlL'(' e-. ic¡:¡ol- y loqro: 1" mí paro cbtener la
oplicoc«.» d- 1(1 1(', (!n [orrnn ociervndo a la función cd
minio"(""" 1, C'j(' -rv ,''''.orlolln (. h ovr-s de ae'''" concretos.
Esa' ';1Ir' ,.,,~., . ., t.v·", r'.'~ se ~():lcreta tornbién y contar
COn IOCI'" 10< ('len""I!." n~c(' "1110, [1010 constatar la ile
galirlod.

Hemos visto, también, que el ente autónomo es lirni-
todo por razón de sus ámbitos o esferas de acción y que

-en ese sentido- tiene una capacidad de administración
menos amplia que el Poder Ejecutivo. De resueltas de lo

Cual vimos q!.Le existe una subordinación del fin de la ins-
titución 01 del Estad9, en I~ que se refiere a su coordinación

c~n otros fines y otros entes de diversa especialidad._# .. ---



De estos aos subordfr,aciones -o la Asamblea Legis-
/Va ~por el ~ri.gen .Y..al Poder Ejecutivo por eUin- ncce
tutela <?c!m,~,str·atl'~En cuanto al fin y su necesario
rdi~ación con el resto de los cometidos nacionales, yo
vio como la autonomía impide todo control central y, OftA.;.
este sentido, ta~b¡en la fQtQtQ QQQ.:Iinistrqtivn por CQ...ZO-

de o ortunidad. En otros regímenes, donde la autono-
ía no es constitucional -o si lo es- existe atado 01
ntrol y dirección del Estado, tal limitación de la materia
arrea lasupla.ntación del ente por el Estado en cuanto
contenido de sus programas funcionales y financieros,

e son fijados por el Estado. En Costa Rica ello no es po-
le por regla general, pero ha encontrado cabido ~ la
estad del Consejo de Gobjerno pQra n'?Qlbrar O lós di-
ores de los instituciones autónomas. '-.-Lnc¡-.e~V'"",.q

J ~'~I' J
Lo que sigue es una explicación de es.!9~ dos .cspectos

la tutela administrativa en Costa Rica: el control de le-
._. ._- -- - ----- --

lidod, con los alcances que se se le dará, y _e.Lnombra-
ento_eS!9t~_1_de 10sj~Q...? ~¿d...;;;.e;::.I::::¡_a=a..::.u•••to•••n.••o~m-.ía.

Los límites de la autonomía administrativa

Cuando se explicó el carácter exclusivo de la potestad
amentaria de los entes autónomos hubo manera de [us-
r este hecho fundamental: que la sola y nudo persono-

d pública y limitada equivale a una supremacía de
10 dentro del campo de la especialización. Concluí mas
esto que lo personalidad implica la libertad y ésta la
onsabilidac.i. Pero logramos de inmediato otra conclu-
. no menos importante: que el ente autónomo está so-

:--:~~~~...J!IJ..Q..:t....Q.e..oJtJ:c¡,cua ndo Ia mis
alltÓnomo {IIQcioan ¡IIbordiaodo ctl

~~ns~<;.u_ent~te., .•el, Estado sólo~~_ede dete~nr
q<;l del ente en._actY~lLa_parte de su actividad

~-~----------~ --------------~--~------



.~e-.¡¡,¡,..\LILI~~kQ;.~~ en

~ Pol;,. _",1 .r.,
Se explicó que, a partir de ese supuesto y precisamente

por él, era po.sibl.e ~firmar la, potestad reglamentaria eje-
cutiva de las instituciones autonomas como excluyente de
la del Poder Ejecutivo al respecto, por ser aquella potestad
la forma más eminente de la discrecionalidad administra-
tiva, y de regulación de esa discrecionalidad. Reglamentar,
se dijo, es resolver en forma anticipada y general 10 que
el jerarca podría resolver libremente y caso por coso, en
uso de sus potestades discrecionales.

Podemos ahora coronar este itinerario lógico y con-
cluir que, ac11JQ v er
y no antes (en rozón de todo. lo ya expuesto) el Estado
puede hacerla todo con su pronunciamiento inicial por ra-
zones de técnico o de legalidad, y utihzor todo clase de
procedimientos posteriores poro declarar y remediar la ile-
galidad o ei empir isrno indebido.

ura técnico le alirlcrd sin rnez-
el s discreciona les Icritr>rios cu tura-
les, tecno-empí, icos] el Estado conserva íntegra su capacidad
sup.erior de . .. f, ente 'O I ente no sólo porque ta les ins-
trumentos lóoicos son aprehensibles en abstracto por todo
el que los estudie en la serenidad de un gabinete (y no
hay porque negarle un gabinete tranquilo a un técnico del
Estado) sino fundamentalmente porque eL EstadG--ece5tum-
b '0, siendo como es la aplicación co-
rrecta de instrumentos de ese mismo tipo -ley y técnica-
requisito mínimo de toda buena administración, incluyendo
la central. Si se trata de un elemento connatural con la
administración como tal, que el Estado puede conocer y
manejar igualmente que el ente autónomo, el Estado debe
Poder imponerse como ente mayor a cualquier otro ente
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enor en ese aspecto. Y, una vez aceptada la, superioridad
dmini~trativa del Estado frente al ente curónomo en cuanto
-Ió pura técnica y estricta legalidad de su gestión, que~oexije apreciaciones disc.recionales, sólo cebe concluir en

qü; el Estado ..pue?e .RaraIJ~ar ?I ente en aquellos aspectos,
d~pués de que este ha e¡ercJqQ.. su auton.0r12!..a__en forma
E.lel'!~' Es decir, después de que éstejl~Lactuado _por pri-
m~ro vez.

Puede así formularse un principio general de relación
(de supremacía) entre Estado y ente autónomo, que es el
siguiente: to.4o ,,_ , " ,~ _._.__ ~__ w:o-
piQSfrente 01 EstadQ CQRtfel, ~er8 I~_~rdie@~or. \
cuuU'J~¡¡g.c~ L . ' • tt ... : ._ ue
le u íunóón c.oo[dinadof..Q. Esta subordi-
nación significa que el Estcdo uede ctos
del ente siempre 'L cuondo lo h . QZQ¡;:¡esde

. a ~ R:Uras.' Esta potestad dispositivo so-
bré 'la actuación descentralizada se da en interés del Estado
y aunque nada digan la ley ni la Constitución al respecto.
Su existencia emana, en cuanto a esos aspectos, de una
razón lógíca ínsita en el origen y función de la autonomía
y es siempre posible, aunque no esté expresamente impues-
ta. Las dos formas fundamentales que adopta esa potestad
de disposición sobre la actividad descentralizada son, en-

nces,"" on , . ._ .. ,. _ . . !J.Ye,y la
stitución que realiza ambas cosas a la vez.

. Cabe preguntar, de conformidad con ello, si tal subor-
dlnación es necesaria y constitucional, de modo que no
haya ley que pueda eliminarla, o si es apenas posible y
Puede ser eliminada por ley.

Lo tutela administrativa constitucional y de principio

En relación con la subordinación del ente al Estado,
Ue permite el control de la legalidad, puede decirse sin
Qor o duda que es esencial y necesaria en nuestro siste-
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O Y que la ley que la eliminara sería inconstitucional. \ Por'" , . .I solo he~ho de su origen legal" la institución está sometida
: un; ~upremacía especial y tácito del Estado, que exige

un ~ini!110 ?e jnterxelJ~iÓll de éste en su vida y funciona-
mi;nto. Eselmínimo( está en la poi estad de revisar y anular
lo actuado por la institución, con base en aquellos razones
de tipo legal. Y hoy¡ún máXimo posible que es la potestad
d;sustituir la omisión ilegal con el acto regular y debido,
si se trota de conducta jurídica; lo mismo que la de sustituir
la acción ernpit ica o ilegal si se trata de una prestación
material. A~í ' _ rente
o l$!.ley entre dos extremos, le; S-O t~ impedirivos O se·
presivos (que impiden o_.Qestruyen la conducto ilegal del
ente) y los controles isustitutivos (que suplen esa conducto
Y..1~mon la debido en su luqcr , ambos de existencia t6cita
y. de principio en nuestro sistemol.

No.es pcsi la otestad
de onrabm o improbo· I'EJoronesde
le "dod aun ,i s poder
de d0(', 1('n rala viola r la ley o favorecer inlereses ivc-
dos; n, Jl1lpOCO una autonomla que impida que el, Estado
ponga In a la elecución de un or .o onulándolo, no obs-
tante su obvia y manifiesta in e ulorrdod. La posibilidad
de Con,taior lo ilegalidad y de torno: ros medidas neceso-
rios poro su inmediata elimmocrón resulta esenciol si se
acepta, como aquí se ha dernosh odo que debe hacerse,
lo subordinación de los entes autónomos O la ley, en iquo-
I~s condiciones que cualquier otro particular. Es inconstitu-
Cional y atenta contra el principio de unidad del Estado,
todo ley que permita una autonomía funcional completa y
absoluta, con entera y definitiva independencia del ente
Paro decidir y mantener sus decisiones sin intervención al-

gUno Posterior de los Poderes Centrales (concretamente del
Poder Eiecutiv~l. Por eso resultan inconstitucionales I~ me-
YOría de nuestras leyes creadoras de instituciones, que, ape-
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"OS en su primer artículo, acostumbran hacer de esa tesis
el fundamento absurdo de su competencia y personalidad.

Las pote_stadeLP_aro..-..anylar, aprobar o improbar los.•.. . .. -~- ~
actos, son de_ rincjp.i9_ y existen al!n contra el_le.2<lo ex-
p"reso de una J!:>:'! como ocurre hoy con nuestra defectuosa
~u'tonomía administrativa. En este aspecto la supremacía
especial y de principio del Poder Ejecutivo sobre los entes
autónomos puede afirmarse como indiscutible.

Tal tesis no parece igualmente fácil cuando se trata
del eontrol.sob e aspecto técnico. de la actividad deseen-
h:{.1lizgde. El mismo ya dijimos que puede considerarse parte
del ~t egal bósico de la cutonornio; siernpr ue se
traje de cuesíio mer.Qmeote técniccs -aunque sean espe-
cia.lizgdos- y no de cuestiones de pura decisión cdrni-
ni cuestiones écnicas. Y hemos afirmado
el principio de que también debe ser posible una revisión
de las actividades descentralizadas o una anulación de las
respectivas deliberaciones, si es demostrable exactamente
dentro de un procedimiento de control que han incurrido
en una violación grave y perjudicial de las reglas de la
técnica. Pero la aplicación de este principio presenta tam-
bién sus dificultades.

Se trata de lo siguiente: I ccndicié especicli-
ZClCión en se¡;.-.,%-iodesce.tllroJ~oo- O técnica, ~no-
qDlu,e¡;¡'*e-~,¡.Q.j,j;Q-'f-E~*~do, G~ ¡a-..¡;nl&ffi&- séc la
cOJJso inmediato de le- sobtdurí odmtnlstrativa que forma
la el espeeielieeeién. Sin aquella erudicción esta
especialización no es posible aunque sean muchos los años
de experiencia en el servicio. Pero es innegable que el
Paso de la mera técnica a la verdadera sabiduría adminis-
trativa especializada puede ser insensible, así como que
"~a vez dado resultan inseparables los aspectos de alta
eC~ica de la pura valoración profesional del jerarca es-
Pecializado, que es precisamente el ámbito de la discre-
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'onalidad Y la meta de lo autonomía. Lo trama y mutua,1 , di' 'f' Ienetracion e o cienf ICO y ca culable, con lo proboble
P apenas estimado, es ton íntima dentro de un servicio pú-
~Iico, q ~..olar la. téc~ic,a p~de resulto le mismo que
dominar te en a especializoeión d lo autonomía admi-
QÍajt[(t'i\lQ. sto llevo a lo doctrina a €04'l.Lrglsen-

en la
I ex resa ue regule su existenci . Y con ello lo contra-
pone claramente al control de verdadera legalidad, que sí
se admite que puede existir por principio y fuera de toda
disposición de ley. Es decir- e.~o.ldéGnico sobre lo ac-
ti.ri~U~;efIolifflit.m~:es pesi per no rre sólo
!U~~j'a....medid en qu...e.lCLp..emÜte la, I .;

Tal tesis parece similar a la ya expuesta por nosotros,
sobre el tema de la p ra
del Estado sobre los entes autónomos como conjunto de
poder dentro de una comunidad política. Se dijo entonces
que tal potestad, dada la ti,Lvl.o" od exclusiva y natural que
correspondo ni Estado poro la coordinoció 't plonificoción
nacionales, porecio lógicamente propia del mismo. Pero
que, dada la flotes-
tad gobierno (lf.' 1t0, mcluso en aquellos aspectos que
más atacan el interés restrmgido especializado que es la
función propia de este ú-It-i-m potestad directiva debe
ser rechazad considere-se cr mo mexistente,' Similar tesis,
e etimos, se mantiene en cuanto n or ra'Zl"\ne

S sobra, el ent ~mo, pues, se afirmo. toda_in~
venci6n O sustitución de los criterios del jerarca autónomo
en ru.a.tef-' ese tipo, psoduee inevit.ablemente una res-
tricción e impide menudo. la libre formación de decisiones
tam~especializodas y discrecionales, como las ya antes
a.ludidas. La ley expreJ,. que autorice tal tipo de ingeren-
Cia resulta siempre necesaria.

Contra la tesis dominante, creemos q~e, debe mante-
nerse en este _<:912-!a-Legla_general, sin .exigir una ley ex-
pr~so para f~ndar esto potestad de control. Pues, así como
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antes con las potestades de aprobar y poner vistos buenos,
puede decirse ahora con la de suspender o hacer cesar la
ejecución de una obra obviamente contraria a las reglas
de la técnica, conocidas o conocibles por el mero estudio
profesiona,1. T otestad del Es. ~os entes autó-
non;LOs.aun po expresomsl:lte "9~,: de
i debe estimarse oncedido ara evitar que
SfL~~_~~lme t eUnterés úblico, en virtud de activi-
dad.9s abs'Hdºmen~ opuestos ,o la técnicc.,o a la ciencia
¡gljcgbles.

Es preciso pensar que, aunque sea el Poder Ejecutivo
u otro órgano central sucedáneo el llamado a decidir como
ente superior sobre la existencia o no de tal conduela em-
pírica, siempre debe quedar abierta al ente lesionado por
el acto de control la Jn~ta.Yl.acióD-de un contencioso_agmi-
nj~tr9.ti.vo, que ponga las cosas en su punto definitivo y anule
el control técnicamente infundado o arbitrario. Pero, en
tonto así no ocurra, es el Poder Ejecutivo el que debe d~·
cidir aú sin bas·· so a re~- ~~to - ~ún con
riesgo para la autonomía del ente, si el mismo ha a~tLJ,ado
bien o !"DaI en los asuntosJ?U[Q. ente te_cnico.sde ,es on-
so ~ m&ReS,...e. os~c.I;os técnico asuntos
q • hoy . ~odo.

Desde este punto de vista el Estado debe tener, también,
otro cúmulo de poderes mínimos que le permitan constatar
el empirismo indebido y remediarlo, eliminándolo de in-
mediato. La contrapartida de la potestad de improbar y;;::.
de negar vistos buenos <i~]eg~Jidad, viene a ser, en cuanto
a la técnica, la .potestodde .s~speJJº~r_o...ha.f~r cesar el act
o. el ~ervicio empírico.J?-.~n.fld~uado.

Cabe recordar una idea fundamental sobre las relacio-
nes entre lo discrecional y el procedimiento administrativo,
Contencioso o voluntario. La discrecionalidad no es un pre-
~IJPlJestode la posibilidad de un control ni de la iniciación

e SIJtrámite.
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El carácter discrecional de un acto no puede determi-
rse ni a prori ni antes de recibir toda la pruebo posible
bre las condiciones y circunstancias de hecho en que se

ea1rzó, sino sólo después de agotado esa pruebo y deli-
r ida exactamente la relación entre el acto y lo ley. En
~nsecuencia, lo determinación de un elemento de un acto
como discrecional -que existe siempre con la de otros
elementos de ese mismo acto, como reglados-- es motivo
poro un pronunciamiento de control Iovoi cble 01 acto, y
no para una declinatorio de competencia que vede la de-
cisión sobre el fondo. El acto discrecional es legal porque
-aunque no se ajuste a ninguna norma precisa- se ajusta

una ley imprecisa, que deja margen para que el agente
respectivo sea original e independiente en sus decisiones.

Todo este razonamiento puede aplicarse al concepto de
lo técnico cOI1')Omotivo determinante del control sobre el
ente autónomo. El hecho de que, como se dijo, ~ecto

ni .' c:r de e nf'rohaJa voy involucrodo
casi' e con el a~pC'ttí espe , hzod '1 pero te cd-
ministrati .•••o de lo 11": m , no p :erfe se un mo-1ÍVi pt'l-F€~-o.bs-

':l1Ieii~~prior; rie fa, n con-re ruedp se' un motivo, nado
's, paro follo: Iovc.oblemor.:c al ente y mantener su con-
da como debido, s después de agotado el procedimiento

Control quedo (¡"rr(.~trado que aquella ha observado
balmente la lécni. o. y 11(1 ~,rlo deter-nincdo, además,
r criterios empíricos o Cl';lv"dGS dI" decisión, que no son
ramente técnicos ni complctornenle exacfos. Entonces el
ado debe mantener la ccluocicn descentralizado porque

técnica y porque en aquello en que no lo es -pOI que

impírica_ la ley permite la discrecionolidcd y autoriza

empirismo fundado sobre la técnica misma.

En este s~ re~l:Jlta iA'l~osible la disCI imrnaclon pre-

O!"M que el cslado debe actuar para centro-
r..Jc. técnica ,.te la gpstión descentralizada, con potestades

re paroliz;c:lFle pOI 011 ir ¡debida ernpiri¡mo, de aquellos
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Admitimos no ser ésta la doctrina dominante entre quie-
rechazan la concepción monista de la organización pú-

lea y adoptan en su lugar la concepción plural, que cd-
• la completa independencia del ente autónomo frente
Estado Central. "Un ente es tanto más autónomo cuanto
. distinto sea del Estado" (Vittorio Ottaviano, Conside-

nes sobre los entes públicos instrumentales, pág. 221.

Creemos que la doctrina actual conduce inevitable-
te a esa oscilación por la que se identifica el ente con

Estado o se lo separa totalmente de éste, siempre en
,~i~io de uno o de otro. No hay otra forma operante de

IIlar la unidad estatal con la existencia de entes cu-
~os que admitir que, por la doble_ sUE_<?!:9_i~a_ción_!le-

fi~a de ésto~ a aquél, en cuanto_aL~iJge~.x-$n cua..':'to
, hay también _una_~uPJ.'.em9cí9-~.eLEstado_.s~º_re el

, qUe se revela y cristaliza en esta doble interferencia
e la legalidad yJa técnica -de la actuació~ descentrali-

, Q través de algunos poderes mínimos y t_ácitos de

que habrá de permitir su libre desenvolvimiento por ser
OS de pura discrecionalidad.

El control sobre la técnica envuelve igual problema
que el c..gotrol sobre Iq QPortl,lAid~d, que yo vimos que- está .

. ' . Sin embargo, IQ que está prohibido es fallar
~:-'''''I'':''Il~1m~aee--;o6'p~oOirun I n il"eT'tm tfu opertu n¡-

no; e.Ld.et&Ffflinor si-reofmente 6e ~
tIIe~¡¡¡....~.-e!tI'e'" tipo. Esto convierte al Poder Ejecutivo,
(.01110 controlar, en j~~ez de.J.9..s~l}1petencia de 19 entidad
autónoma por~ue es. él quiendecide si se actúa o no den-

de la pura discrecionalidad,. o_dentro del campo de lo
ico y vinculado. Pero esto es así dentro del mundo

administrativo, fuera del cual el juez puede decidir si el
tralor central se ha mantenido o no dentro de su esfera

propia -que es la de lo reglado- y anular el acto que
al extralimitarse viole el derecho de la institución a funcio-

r independientemente, en el ejercicio de lo discrecional.



"trol~ co!,stiJu_cionalm~nte_.garQntjzados. Puede la ley cm-
piia;-esos modos de intervención y hacer más estrecha y

onerosa para el ente su relación con el Estado; pero no
puede debilitarla y privar al Estado de ese mínimo arriba
descrito, sin lesionar su derecho tácito de supremacía sobre
las instituciones autónomas.

>(
Es necesario advertir, al respecto, que en cuanto al

ei~ci.~io, de esos .poderes de intetvención y_'-.on.tr91_~~ Es-
tado debe EodeU;Jctuar de oficio, aún sin instancia _alguna
n¡;~~rs~ de parficul;r o de OjrO- en!~ I~~io_~<?~o.Pues la
neéesaria dependencia del Estado frente a la instancia ajena
haría que el sujeto o el órgano autor de ésta -y no el
Estado mismo- fuesen los jueces de la técnica o la iega-
lidad de la actuación descentralizada. Y como el motivo
b6sico de la intervención estatal es el interés del Estado, en
la aplicación de la ley y la técnica como instrumentos de
administración,' es lÓgico que sea el Estado como tal y no
ningún otro centro el que decida si debe actuar y cuando,
o dejar que las cosas sigan su curso ..

la tutelo tácita y la autonomía administrativa

No parece operar contra esta tesis de la supremacía
tácita del Poder Ejecutivo sobre el ente autónomo la razón
de que así se pone en peligro la autonomía. Las razones
que se han dado son todas lógicas y no existe una contra-
dicción insalvable entre ese contralor y la discrecionalidad
de la Institución, en conexión con principios técnicos.
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Es yo sabido que aún en los cosos en que lo Adminis-
tración o~lico e interp.reto lo nor~o lo hace para lograr. el
fin material que persigue, que siempre es diverso del de
mantener lo eficacia de la ley y que puede ser múltiple, a
diferencio de lo que ocurre cuando actúa el Poder Judicial.

Lo rozón de que lo Administración deba aplicar la ley
estg en lo jerarquía de los fuentes y en lo de lo Asamblea
Legislativo, como Poder superior a aquélla. Pero, aparte de
esta razón de organización pública, está también la nece-
sidad funcional de que la Administración tenga un orden de
trabajo, que limite y relacione todos sus órganos y sus ac-
tividades, y ese orden único -en cuanto no puede ser de-
rogado, cuando existe- es el cristalizado en la ley. De
este modo, aún si la Administración actúa externamente en
formo igual 01 Poder Judicial, cuando, por ejemplo, resuelve
un recurso jerárquico 'O agoto la vía administrativo, y se
limita a declarar lo ley en un coso concreto, el móvil de
tal juicio es la eficacia de la administración y no la efica-
cia de lo ley misma, y su resultado una resolución que sirve
-como la recurrida- para satisfacer directamente una ne-
cesidad de la Administración. Esta se halla_o.bligqda a
abedecer la I~y ¿ómo -cualquie~~uie¡'o del orden .. jurídico,
pero la ley frente a ia Administración cumple. además la
misión de guí.a. interno, que imp.:.one_ ~0. fin. y_._ estoblece
-precisa o imprecisamente- cómo._~qnseguirlg. De aquí
su decisiva importancia dentro del derecho público.

El control en la aplicación de la ley cumple también
u" fin propio y específico, enteramente distinto del que cum-
ple el acto controlado, y la sentencia judicial. De lo que
se trata es de realizar otra actividad administrativo, el con-
trol f" I Ad . . t . ,, cuyo In especifico es lograr que o rrurus rccron
CUmpla los criterios fundamentales para conseguir sus fines,
qUe san los sentados por el más importante órgano cen-
tral, la Asamblea. Las leyes, desde este punto de visto, no
so" ' f' .b mas leyes sino instrumentos de ciertas armas prevrsi-

les de gestión, que el Estado estima como muy importan-
s, aunque no infalibles.
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~~,~'-l~('~(('nII'A.lIUlO'

~a consecuencia de todo esto es que el control es e
eje ._. . crecional, ae modo que puede haber un acti-
visJ.gd_~.He_~.no co trofaoo_ni po rolizcdo _pojqee- os' con-
ven a por rczoaes, de, op~tun-idgd odmiB~st[Qliva;' y .que
e tivo de ese' ejercicio- 00 tiene que u instancia
cW perw.dicoft{) e ~a octivided controlodm - tJfle rru-
ci tivo ropio del Estado mismo, e defensa Q la. que
considera su propio inte.cés] PO! iquo] razón, el. acto de
contra puede ser revocado aun después de emitido y el
procedimiento de control suspendido o terminado aún antes
de haberse agotado todos sus ;:;-aluroles y necesarias eta-
pas de perfeccionamiento.

1 En esencio SE' tralO de un instrumento ágil de verifi-
cación de la conformidad del ente menor con la voluntad
del Estado en lo (¡Lif' toca al fin general que éste persigue
por medio de la nctividod nc aquél, mucho más que de
una verificación de In confarimdad con la ley_

Todo esto es iqualmente sostenible cuando se trata de
verificar la técnico de la ndmmistroción descentralizada,
porque ya vimos que la mismo es tan vinculan!e y verifica-
ble como la ley misma, en viuud dp una tácita pero indis-
cutible incorporación a ésta. La I",y no eermite, la ~e dijo._
~01" empfricamente coolldo---e ~esr;nñ::"c;fe cnico-
l'DQ.,l. _ -------- .

Es. preciso revelor que todas estas notas del control
cOrno instrumento de tutela administrativa -ejercicio dis-
CCl!;CU;~I,_~~v dEt.~~l~ osibilidad de suspensión o

"!Stunino. C!~rt sil} luicjo de foncf¡ J re ocabilidad __del acto de
trot ya emitidó=- son nada más una consecuencia del

undament"; - de -;;; potestad, que está en una necesidad
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del Estado como administrador, y no del Estado como le-
islador. Es decir, en el hecho de que frente al control

ra ley no es la ley sino un instrumento de la Administración,
para fines múlti~les d.e ésta .. EJ c~ntr91 ..¿~sie~pre )
que haya una !Iegalldad, sino siempre ue_eso_llegalldad ~
resulte dañina e inconveniente poro el Estado o la comu- J
"¡dad, a juicio del ente odministrctivo;

En cuanto e! c9QtLotes ~.!LIDe..9.io para somel~(]I_en!e
me~.r 9J~S criterios del Estodo.isobre .10_que _debe ser su
;estión, el control también abarca zo.nas obviamente ubi-
cadas fuera de la acción judicial, cuando menos en lo to-
cante a la protección de los derechos individuales. Poro
que hoyo un juicio administrativo se requiere un interé~ o
un .derecho (en Costa Rica, concretamente, un derecho! le-
sionados, y no meramente la violación de una ley. Es po-
ible que existan normas de cuya aplicación no provenga

lesión a intereses ni derechos privados frente al ente autó-
nomo, y en cuya aplicación, consecuentemente, no tenga
intervención' ninguna un sujeto determinado con una pre-
'ensión propia. El caso, por ejemplo, de los llamados nor-
InOs de acción que imponen al Estado o 01 ente uno

ligación frente a lo comunidad, de llevar o coba uno
ro, y no otorgan o nadie el derecho poro exigirla ni aún

• uiera p:lro pretender que se lleve o cabo efectivamente.
las que imponen obligaciones indivisibles frente a la co-
nidad como un todo, como, por ejemplo, la prestación
I.~ervicio de alumbrado público o de cuidado y conser-
Clon de parques. En general la administración militar y
,seguridad es una obligación de este tipo, porque nadie
,0. particularmente autorizado por título exclusivo para
I~r el bue.n funcionamiento del ejército o la. pol.i:ía. LFi-

ente, existen las normas internas de organlzaClon, que
~,¡¿g;I.bJ.é.c.~~ as de observancia exi ible en cuanto pro-

I orden 'urídico eneral de! Estado y no del or en
nizatorio interno de cada ente o de ca a centro de

O hay particular que puedo exigir la aplicación
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de tales reglas por sí hay un obvio interés del Estado en 10-
rarla como un medio para un ordenado y eficiente dese-

9 .. d li drrollo del servrcro escentra Iza o, en su propio interés. Este

interés es propio, se repite, en cuanto el del Estado com-

prende el del ente menor, no como interés especializado

sino como conexo y coordinado con todos los otros de la

total administración nacional.

Es, pues, necesario un instrumento __para la protección

a la eficacia de la ley como medio de_adminLstración y

no como norma, que será enteramente diverso, por eso mis-

mo, de la jurisdicción, que sólo tiende a proteger la efica-

cia de aquélla. Resulta absurdo reducir la tutela administra-

tiva al ejercico de un poder jurisdiccional para conocer

I~~~ecursos interpuestos contra la ilegalidad o el empirismo
administrativos.. y ello por todas los razones expuestas.

bl La tutela illrisdiccionol y el con/rolar administrafivo.

A~l'm'rnm así partido definido ante las que fueron y

no son 1::1', rlnr¡ .Glondes posiciones ante lo tutela adminis-

trativa, La que se da a través de recursos y ortos jurisdic-

cionales-por el efecto y el procedimir.nto- y la que se
da a travé iolcrvenc'ones olic.i.m.qs del Estado sobre ~I
e~t;.a.u.t:600mo. Claramente creemos que en Costa Rico este

último' sistema, siendo necesario alguno, es el tácitamente

autorizado por nuestra Constitución, en rozón de ser el úni-

co utilizable.

Para traer un ejemplo interesante de lo que es o fue
la tesis opuesta a la de este estudio conviene extraer algu-

nas citas del viejo pero todavía utilísimo estudio de Demi-

chelli sobre Los Entes Autónomos.
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Ha dicho Demichelli:

"El Administrador -que siempre ejerce sus prerrogati-
!VOS discrecionalmente~ es u~ "" .activo, dotado de autodi-
fICIrT'I'smo,que no neceslt~ solicitaciones externas para poner
en movimiento su autoridad. El Juez es un ser positivo,
.nerte, sin impulso propio, cuya autoridad es preciso provo-
car para que se ponga en movimiento ... " Es distinta tam-
bién, en su. esencia, la autoridad del Administrador de la
autoridad del Juez. El juzga cuando alguien le pide jus-
hcia. El Administrador, por la nonrrolezo misma de su auto-
ridad, tiene facultades discrecionales, poderes explícitos e
¡mplícitos que le imprimen un fuerte carácter autoritario. El

es tiene sólo poderes explícitos, según la ley, como recono-
.miento de "lo mío de cada cual". Por último el Adminis-
ador una vez que interviene puede detenerse libremente;
us actos, en efecto, son esencialmente revocables. El Juez

una vez solicitado no puede detenerse; tiene que fallar y
u sentencia está destinada a hacer cosa juzgada... Por
nto, organizar una tutela jurisdiccional es desvanecer la
utonomía; confiarle la tutela a un Juez, en cambio, es
rmitir su amplio y eficaz desarrollo en forma armónica
n el propio principio autonómico "Ob. cit. págs. 120 y

211.

Posteriolmente Demichelli ha reafirmado, casi con igua-
S palabras, su fe en la tutela de forma y efecto jurisdiccio-
I para contener y legalizar la actividad administrativa
Scentrali'zada. En la que creemos su última obra, "El Po-
r Ejecutivo", ha vuelto a decir:

. "La autonomía de un ente público y la tutela del Eje-
hvo b . l'lS In, o ron a la manera de los vasos comunlcant~
t ' . función de la tutela, lIe a al n' que

~~~~~. oi!. El 'alcance de la autonomía se puede medir
r el carácter de la tutela. Si ésto fuera discrecional,

r~inaría' prócticcrnente con aquélla. El método jurisdiccio-
, en cambio, la resguarda y protege" IOb, cit. pág. 131 l.
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Di5crepornos obsolutornente de tal plcnreo del proble-
a tut in¡Em • r.ot ai en e sino a . slcdo,

..~~~...,II:i- •••••.•ta obtener la su 9rdinoción legal o ggmifli.swa-
~a..J~..w4o.lJ.l' •..•..••Q éste, como institución mayor y más com-
prensiva dentro del 0.rdenami~ot9· La autonomía queda
salvaguardada con. ~ue se ~?rmita al .ente «€t?~icial-

i e entr-es de o es-
eie e eno uso de su espe.cialización y de los poderes

Iico.q1!e
Clno vez realizada est ctuocio

s6lo imposible sino nec;.;e;.;;s~a_ri_o;...;¡•.••.....,..-,
ue viole o uell
mente con la autanomío- para ordenarla y coordinarla-con todas las otras administraciones y necesidades públicas

del país: la técnica y la ley, condiciones básicas de toda
b,!!na adm'ini~t~a¿ión pública. Tal necesidad institucional de
sumisión del en!e menor al Estado es tan importante que

I Estado no puede depender -ni debe- de ningún parti-
cular ni sujeto extraño para iniciar el control que permita
nmarcar la actividad descentralizada dentro de aquellos
eglas l El Estodo, movido por su interés propio y superior
I e, deb pcde- impedtr siempre y en todo coso que
t~le 1 c>v o la técnic con sus actuaciones o 501u-

y debe poder hacerlo con tal agilidad y fl rv xibilidod
criterio que puedo hocerlo a libre discreción, aun si hay

a ilegalidad e empii ismo evidentes, cuando a su juicio no
erite acluar En contrapartida, el Estado d e pod r vi-

I mo autoridad lo actua ., del-ente cutónome y, tam-
• n, Usar de los que llama Demichelli poderes implícitos
• !"pre que sean necesarios para frenar su arbitrariedad
.ernpirismo. {.Aun ue la Constitución no I~ diga, por el solo
echo de ser entes públicos menores, las instituciones autóC¡--

estón supeditadas a los poderes de oproboción o
....,.•••._:¡ón del Estado por razones de pura legolidud o

, y Qc los de anulación, suspensión o revocccióñ de
.•••_-s, por ¡guate razones, cuondo ya hon sido llevados

·ón.
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Con esto se eliminan aquellos planteamientos duales y
radicales: el que identifica al ente con el Estado; o el de
Demichelli que lo escinde radicalmente de éste y lleva a
la concepción absurdo, ya combatida, de una tutela admi-
nistrativa de tipo jurisdiccional, sólo admisible a instancia
de parte y a texto expreso de ley.

Es ésta, en efecto, la última y contradictoria conclusión
de quienes sostienen, extremando la autonomía, que la mis-
ma sólo es compatible con la tutela jurisdiccional y no con
la administrativa. Pues, en efecto, resulta inconcebible una
función jurisdiccional, con efecto de cosa juzgada, si no
hay ley que expresamente la regule y la otorgue. Aún su-
poniendo la cosa juzgada como efecto único de tal control
de tipo jurisdiccional propugnado por una parte de lo doc-
trina, siempre resultaría excepcional en un acto adminis-
trativo e incidente sobre el equilibrio distribuido que produce
la división de poderes, en términos tales que ameritaría
disposición constitucional expresa que así lo hiciera posible,
permitiéndolo. Para que un acto de control, emanado del
~oder Ejecutivo, resulte cubierto con la virtud de la cosa
I~zgada es preciso que la Constitución así expresamente lo
diSponga, hipótesis que no es la de C. R. y para que, tam-
bién, la tutela administrativa discrecional resulte susceptible
~e ejercicio sólo con los procedimientos judiciales, a exclu-
sIva instancia de porte lesionada y con las solemnidades
:strictas de bilateralidad y, sobre todo, de poder dispositivo

e la parte sobre el procedimiento, típicos de aquella for-
ma de remedio legal, es igualmente indispensable uno
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posició~ constitucional, que coarte al Poder Ejecutivo el
jercicio libre de una potestad de vigilancia e intervención,
e es consecuencia lógica del origen legal del ente menor
de lo supremacía natural del ente mayor, el Estado.

'-_~ - 214 -

gJ El carácter tácito de la tutela administrativa.

Estamos absolutamente de acuerdo con el tratadista
Demichelli en que un régimen tutelar como el uruguayo
descrito en su famosa monografía (régimen tutelar amplia-

;JIIente superado por otro de tipo mixto en su propio país)
uiere de una expreso ..c.onsog{,oclón consritucionol, sin la

uc¡l....el- m¡&fTl sultcri lesivo de lo autonomía. Pero dis-
~mos si este principio quiere llevarse también a la tu-

te cdmini livo propiamente tal y a exigir disposición
so -de ley o de Constitvción- pero la existencia

a..1as...mencfooodos potestades de opi obación e improbocón,
q¡wlocjón, revocación, suspensión y sustitución de los actos

e.

'POía los ente ._ª~Lónomos, en eFecto, la- ccpocidcd es
19; la tulela _controUlor por el Estado. es la. excep-
Surae esto. en primer lugar, dp lo outonornio de estos

r9ani~nlos, y, en segundo lugar, de la enumeración taxativo
rnoterios contenidos en el Art. 100 al consagrar los

rechos del Consejo Nacional sobre los consejos r-specioles.
ara restnnglf la capacidad o la libertad de estos institutos,
recísanse textos expresos que autoricen esa restricción. El

~lónºmo puede ~j~cutar li.!:1relDente todo aquello que
o le ~º.b.ibe la ley constitucjon_aL-º..l9.-l~y ordinaria o re-
la~9J:.ia. _de los precepto..!u~9J1_djcion.~~<:>s del Art. 100;

h.tan sólo de_be abstene_rse_de hacer aquello que la ley pro-
.be or modo expreso, Por otra parte, el silencio de la
y es forzoso ¡nterpreta~lo siempre en pro de la autonomía
b. cit. pág, 85 y 186l. "Como ya lo hemos afirmado, ~

ontralo.L1I,JJs!.lQLJa n S.919 exist~_s..ugnd_o _plgún . .texto lo im-



~e expresamente; la regla, en silencio de~.x-es-1Q
autonomía ae la persona moral '.:Job. cito pág. 911.

Es la equiparación de la autonomía privada a la pú!f.-
ca, como si fuesen especies de un mismo género de libert d.
Pero el propio Demichelli -en quien nos detenemos nto
por el mágico prestigio que ejerce en nuestro dio la
invocación de su monografía- advierte que hay YJ1 radical
diferencia cuantitativa y no sólo gradual, entre libertad pri-
vada y autonomía administrativa. Esta:--díferencia ha sido
afinada por la doctrina posterior y hoy es doto casi indis-
cutido del derecho público. Todo el fundamento de la ra-
dical diferencia que separa ambos tipos de libertad, es el
siguiente: el p~rti~qr._es _un fi~ en sí mismo,_dentro de un
sistema democrático liberal como el nuestro, en tonto que
lo' . . , outóaomo, como el Estado todo dentro de ese
mismo sistem-a, no ~.otra co~; qu.e ~edi~~L
~e. Significa ello que la libertad del individuo -como
expre;:6n de ese supremo valor del liberalismo político, que
es la personalidad humana- debe reputarse iJimitada, rnien-
tras no esté expresa y razonablemente limitada, en tanto
que el poder de la institttció det?e..¿:.~p'lft~s~e~Jntríme-
~ tTrrritad_o__ e i,n"ci.a.ser;'licloFúbl~co c¡,.u~persigue,

J-l"~"".ee~~J.W.e:f,(l...Pªt. le ~ arcación de Io que le
qm~W.l:luwdo..~ino-d.es.~e kO-PQ la .regulación d su
~~~g..t_~.Qa-",~~_ F*epmo(;ión __constitución y. ei§cución

. ministrativo o de la pr~stación pública en cues-."7' • __ o •

.on --.h~,t~.L.!lQ...es_eLnmjt.ede ente-=p-ú.bJ,ic9_9_c! _~Ui.....9ctos~
~ e origen .y~~toncicLde...éstas. ~ún si ha~ po-

der dlscrecional_eLmismo_es siempre u~_p-osibilidQd=-POID_
". _~ e9;_l~ dentro de otros ciertos requisitos ya
especifícados eñ este trabajo, que delimitan y determinan
POsitivamente el contenido y la función del acto o del ser-
'l' .lelO en cuestión.

La discrecionalidad, además, es un carácter puntual y
° pleno de lo administrativo y por serio no es algo radio
Imente contrapuesto a la legalidad, sino una forma ote-
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l'Iuada de ésto, que relaja la vinculoción, De aquella fun-
damental orientación de poderes -la autonomía pública y
la privada- nace el que ésta última sea propiamente una
forma de libertad, en cuanto es un medio al servicio de un
fin propio y creado por el que lo persigue; mientras la
primera -la autonomía administrativa- no es otra cosa
qu ura Q O a puesto al serviciQ de un fin
i~ por t-a rey y no por el ente a SI mismo, en con di-
ci ., U Q. I ley _y .no. Iondornentolmente,

.1Administración discrecional a diferencia de li-
bertad privad~; es.l.a a~!i'vidad sometido c;daj1:Y, excepto
en aquello en que la misma ley Je permite ser libre. Por
eso 'nstituClón autón0ma al revés de lo afirmado en la
ci!a que anteceáe, no es libc.é ...:;!r0_E..C:Ia ca.quello en
que está facultad ara selTo~ e iocomR..el~ en 9~0 a.9ue-
11 __ ~o~- está.J

.S~L pues, t2_~iI1CllLaci6n... existe. aúo_bojo-1Q opg.!i~ncio.
de_lo c1ISCIecronolidcd, resulto necesoricIo cdrnis.ón de un
control que lo_actualice oún contra ICL voluntod del ente,
cuondo éste haga su propio ley so _pretexto de._apJic9rla -;
Para ev lot lo procede un control oe tipo tácito y constitucio-
naL como el que en estas lineos propuqncrnos . -

La interpretación última del viejo Art. 100 de la Cons-
titución Uruguaya de 1918, or nbo citado, puede considercr-
se como uno exégesis ceñido o un texto positivo, en cuyo
caso carecería de toda importancia. Pero excede de tal
exégesis y aborda un problema mucho rnós grave y general,
la fundamentación que se da a la misma.

Parece entrar en contradicción todo el que afirma el
carácter connatural de la tutela administrctiva y la auto-
~omía, hasta el punto de afirmar que "partiendo de una
Idea romántica como lo es la de la libertad, y restando de
ella todas las restricciones de derecho impuestas a la libre
actividad de los entes, obtendremos, como síntesis, la cuto-
';ornía" lob. cit. pág. 631; y hace afirmaciones, por otro



lado, como las citadas rnós arriba sin ninguna explicación
que produzca la armonía entre unas y otras.

Si I tutela administrativa .e.s esen¡;ipl,.,.!l.º=,p.u..ede.....dep.en-

~r de la Ie.Xpí!!;CLsu existenáo y existe, aunque sea en un
" ~~~, aunq.u.e~no - aya ..:.Ie...y~uJLla ¿omagre.

y-'~i, por otra parte, falta la tutela siendo esencial -como

dice Demichelli que es y lo aceptamos nosotros- faltaría
también la autonomía y nacería en su lugar una especie
de Estado Federal por especializaciones materiales, no por
zonas espaciales. Sería una desmembración material de la

soberanía, que obviamente requeriría expresa previsión y
so re todo expresa Iim itación constituciona 1.

La tesis de Demichelli es peor que la monista, porque
ésta protege al Estado que es superior, y aquélla a la au-
tonomía, que es lo mismo que sacrificar al que vale más por
el que vale menos. Entre el Estado y su unidad, y el ente
y su feudal señorío -aunque sólo sea administrativo- nos
quedamos mil veces con el Estado.

Hoy la tesis de Demichelli ha sido ampliamente supe-
rada en su propio sistema. Basta leer al respecto el mago
nífico tratado de Sayagués Laso (tomo 11, pág 208, Tratado
de Derecho Administrativo) para conocer el nuevo controlar
tutelar instaurado en aquel orden, fundamentalmente ba-
sado en una intervención discrecional y oficiosa del Poder
Ejecutivo sobre '10 vide del ente autónomo, que puede con-
ducir a una final decisión 'del Senado uruguayo, siempre con
carácter de una decisión administrativa y no jurisdiccional. El
Controlar ha llegado a extremarse en Uruguay hasta el pun-
to -lógico por otra parte- e' " 'so a
k L oclmioistrociQ Q.e.-&e.eak~ada,
si ura op.ortunidcd y conveniencio de

•••••.,¡¡¡,¡,¡ma. Ahí esta posibilidad se ha realizado porque hay
1'10rrn a constitucional que expresamente la permite; aquí tal
Solución tendría que acudir a igual medio constitucional pa-
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a ser operante, 'Pero resulta claro, de la obra citada, que
oespués de "Los Entes Autónomos", han ocurrido múltiples re-
formas en Uruguay -nuestro ancestro y linaje en descen-
tralizaciones- y que las mismas han logrado acordar la
reardad legislativa uruguaya a las necesidades de un Es-
tado moderno, asediado por la fuerza centrífuga de grupos
inmensos de presión, que muchas veces nacen llamándose
autonomía.

El Estado moderno está en crisis: el comunismo lo ha
minado en lo internacional, suplantando la nacionalidad con
lo clase y el deber político con lo convicción de partido; y
el sind:calismo -dondequiera que es tal- lo ha disgre-
gado en lo interno suplantando los partidos con los sindi-
cotos. Ante el deshacimiento de una institución que tan ilus-
tre pasado tuvo, y ton menguado presente tiene, el hombre
de hoy -como lo ha dicho Bolladore Pollieri- se pregun-
to a solos por' la nueva forma de organización pública que
habrá de sustituir aventurodamente esto sola que conoce y
que ya no respeta: si io federación de las naciones, si la
colaboración de servicios especializados, o la universal co-
munista, Y 01 hornbi e de hoy sólo puede responderse tími-
damenle o sí mismo que o ese Estado que desaparece -ata-
cado desde dentro y desde fuera- nada sino la anarquía
lo va a suslilvu . Le descentralización ha hecho crisis y ha
aumenlado COI la suyo lo crisis del Estado, Con el sindi-
calismo moderno, ha sido el principal agente de [rricturo

en su unidad política y sólo en los pueblos que o tiempo
han sabido 'enerve: osos dos fuerzas de- desmembración no
han podido las mismas inseminar su virtud de incertidumbre
económica y política, No estamos contra una ni contra otra,
Pero preferimos su control necesario por el único poder que
todavía puede controlar los, el Estado. Creemos en la ne-
cesidad de esta evolución desintegrante, pero creemos igual-
mente que no puede favorecerse como debida mientras el
Estado siga siendo -como es- la única forma eficiente y
Probada de dirección y coordinocón dentro de una cornu-
.Il'dad nacional.
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Nues~ra tesis, que ofirrno la existencia de_una tut~lQ
odrTl~~.!iva tácita, co~.stituSiE!1.9l.Y. de principio, cuxo con-
t;;;Tdo~cnínimoJ!:d.orrn_anJos podEues indisp~.l1!iQ.bl.eLP.wa de-
éÍarar y eErninaLla-.jlegaJidad y el empirismo infundados' de
I;--actividad d~s~entralizada, no se basa, sin embargo, en
eStá preferencia estimativa y política por el Estado y su
fortalecimiento en la presente crisis de autoridad. Se fund.a
enJ.C1-9pJicac;i2~I.principio de unidpd_9 los entes autóno-
l!J0s, en ~uax1to su origen eslá. en la As.ombl~L~gis!ativo
y su fi~pe~_d~ _d~Estado mismo! gue lo ha reconocido
y.deb'C continuar mcnteniéndolo gentro de los límites legales
0écnicos p~cisos_q\}e son la ~ondición minima..goro, que
ese reconocimiento se ~enu~ve __~_n_for!Jla ~ontinua fr~nte a
s~ funcionamie.n.to.

El rechazo de esta tesis sólo puede conducir a las
contradicciones y extremismos ya apuntados, o a la anar-
quía de un ente nominalmente sometido a la ley que es-
taría facultado para creorlc, bajo pretexto de su aplica-
ción. Aún si en este caso restara el recurso a lo jurisdiccional
y judicial, para resolver el conflicto entre la Administración
Central y la descentralización, quedaría siempre fuera de
todo control y límite la aplicación de ciertas zonas de dere-
cho como las relativas a la organización interna del ente, y
se perderían las ventajas del sistema de control típicamente
administrativo, ya apuntadas en contraste con las propias del
istema judicial. Se trataría, en todo caso, de una forma de

tutela que, además de ser ineficaz para el fin que persigue,
POr su misma naturaleza, es inexistente en los países como
ei nuestro en que no hay un contencioso administrativo de.
~nulación sino uno de plena jurisdicción, donde para esta-

lecer el respectivo juicio hay que tener un derecho adminis-
trot:vo o de otro tipo, violado por la actuación del ente
autónomo. En esta situación el Poder Ejecutivo carece de
tOdo derecho a la actuación legal de la institución autóno-
.?, porque no hay norma alguna que proponga esa actua-
On para su beneficio exclusivo y divisible, con potestad
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e acción para exigirla, que son los signos del derecho
subjetivo. Si no ha~ n~~mas que .expresament,e prevean el
control del Poder Eiecolivo sobr.e el ente autónomo, para
Impugnar sus actos ilegales o técnicamente defectuosos, el
pód~r Ejecutivo carece de todo derecho C! la legalidad de
los gestiones descentralizadas y del derecho a recurrir con-
tra éstas .por la vía del contencioso administrativo. Ese de
re~ho sólo nace con el establecimiento de potestades de
control y sólo en la hipótesis de que el ente paralizado
persista en ejecutar sus decisiones improbadas. Puede el
Ejecutivo, entonces, atacar la validez y licitud de las actua-
ciones improbadas por ejecutarse en defecto de un requisito
legal indispensable con ese fin, que es la existencia de un
control positivo que las autorice. Pero tal posibilidad dese-
parece si la potestad de control no existe, salvo si -como
es nuestra tesis- se admite su existencia tácita y constitu-
cional.

'la existencia de un derecho subjetivo a favor de una
P~~_administrqtiva, implic-;- u~ grave peligro para la
U~ad _2L9ó-"ica_ delEstodo. Los seres morales son órganos
d~ la AdministraOOn-Eú.bJico, personalidades oficiales inte-,
~ ese conglomerado jurídico que se llama ~
~stado, a su vez, se cQra~t.eJiZCLpor_su ~ni~a~Lorgánica:
el Estado ... le. Entidades obsoluromente libres
f~ncioJl.ando dentro de la-'l.dmjnis.tración etática, éñtra~a-'
nOn la r~ptur.9 de esa_ u_nidad _y la divisibjJjgad del Estado
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